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Resumen: El terrorismo ha sido un flagelo de larga data en la historia de la Humanidad. En la época 
de las Naciones Unidas los dos órganos principales, la Asamblea General y el Consejo de Seguridad, 
principalmente, se han encargado del problema dentro de sus respectivos ámbitos competenciales, la 
primera atendiendo a su labor declarativa y el segundo, en una parte, con determinaciones no vincu-
lantes y, en un campo más amplio con carácter vinculante, en apego a lo previsto en el capítulo VI y al 
capítulo VII de la Carta. La Asamblea General inició pronunciándose sobre este crimen en el año de 
1972 con motivo de la matanza de atletas israelitas en la Olimpiada de Múnich. De su parte, el Consejo 
de Seguridad tuvo que atender desde sus inicios problemas relacionados con el terrorismo, en función 
de la violencia que se desató con la constitución del Estado Israelí en 1948. La conflictividad del mundo 
abriría otros escenarios amenazantes por el radicalismo religioso del islam combativo, señaladamente 
los atentados en 1998 contra las embajadas norteamericanas en Kenia y Tanzania, preludio de una 
escalada que culminaría dramáticamente ante los ojos del mundo en Nueva York, Washington y Pen-
silvania en el despertar del siglo XXI. Dada la magnitud del desafío, los dos órganos principales de la
ONU asumieron posiciones para concertar la acción de los Estados y definir rumbos conceptuales y 
conductuales para encarar lo que se visualizaba en forma indubitable como una amenaza a la paz y la 
seguridad internacionales. Es de destacarse que a esa tarea concurrieron organismos especializados del 
sistema “onusiano” por las dificultades que planteaba el criminal desafío, fruto de ese entramado insti-
tucional fue la elaboración y aprobación de 19 tratados sobre la materia. En el presente trabajo se realiza 
una revisión de las principales resoluciones de los dos órganos aludidos. 
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Abstract: Along History terrorism has been a continuing scourge for Mankind. Consequently, the 
two main organs of the United Nations, the General Assembly and the Security Council, have engaged 
in the fight against terrorism and issued an important body of resolutions in the fulfilment of their 
respective commitments. The General Assembly has adopted resolutions with a declaratory nature 
while the Security Council have approved resolutions lacking binding or with legal force in accordance 
to Chapters VI and VII of the Charter. The General Assembly firstly emitted pronouncements on ter-
rorism after the massacre of Israeli athletes in the 1972 Munich Olympics. The Security Council dealt 
with this crime since the beginning of its tasks in regard of the violence surrounding the creation of the 
State of Israel in 1948. The world conflictivity have produced new terrorism threats mainly by religious
extremism and the radical Islam such as the attacks against the United States Embassies in Kenia and 
Tanzania in 1998 and reached a high level of destruction with the tragic events of New York, Wash-
ington and Pennsylvania at the beginning of the current century. In response to this challenge both 
organs have developed significant efforts to coordinate the State’s policies and actions to adopt con-
ceptual guidance and measures against these threats to international peace and security. It is worth 
noting that some of the specialized organizations of the United Nations family have engaged together 
with the GA to face this problem by drafting 19 treaties on terrorism. This article analyzes the most 
relevant resolutions adopted by the above–mentioned organs on terrorism.
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I. Planteamiento 

El terrorismo y los derechos humanos se enlazan de manera indisoluble en al 
menos tres sentidos:

a) Primeramente porque los ataques indiscriminados contra personas inocentes 
provocan el espanto colectivo, dejan una estela lastimosa de muertos, heridos, mu-
tilados, traumas psicológicos en las víctimas directas e indirectas, así como daños 
inconmensurables en las estructuras económicas y financieras de los países y, como 
sucede en el caso del fallido Estado Islámico, arrasan con bienes históricos y ar-
queológicos, herencia insustituible de la Humanidad. 

La actividad terrorista genera daños diversos en los Estados afectados, suele po-
sesionarse de grandes extensiones territoriales dentro de algunos de ellos, blanco de 
su obsesión destructiva e imponen represiones desalmadas, extorsiones y abusos 
incalificables a los pobladores, al tiempo que impactan a la seguridad de los Estados 
con alarmantes ramificaciones que comprometen a la paz mundial.

b) En segundo lugar porque en la lucha para abatir al terrorismo, algunos de los 
Estados afectados desconocen los derechos elementales de los presuntos terroristas 
y de quienes participan en la larga y compleja cadena de este crimen cuando son 
apresados y encauzados judicialmente, en ocasiones sometidos a circunstancias de 
aislamiento, prácticas de tortura y tratos degradantes reñidos con las garantías esen-
ciales de un Estado de Derecho y del debido proceso, quebrantando la normatividad 
que determina a la convivencia internacional.



reafirmar la fe en los derechos 
fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas

el desarrollo y el estímulo del 
respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer 
distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión

El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y los Casos de Afganistán e Irak;

México y la Promoción del Estado de Derecho en el Consejo de Seguridad
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En esa oportunidad la Asamblea inició la adopción de una larga serie de Resolucio-
nes relativas a la necesidad de que se observaran en forma estricta los Derechos 
Humanos, el Derecho de los Refugiados y el Derecho Internacional Humanitario de 
cara al creciente y enredado problema del terrorismo. Procede advertir que la preo-
cupación por la salvaguarda de estos tres regímenes en materia tan delicada perma-
necería latente en el quehacer tanto de la misma Asamblea como en el del Consejo 
de Seguridad. Del ámbito competencial de la AG ha surgido un caudal de pronun-
ciamientos que ha aportado guías y criterios de conducta, carentes ciertamente de 
obligatoriedad pero que pueden llegar a asumirla por la vía consuetudinaria y, más 
aún, porque su contenido ha influido en el de los tratados auspiciados por la ONU 
y cuya impronta se ha revelado también en el quehacer del Consejo de Seguridad.

En la esfera de las Naciones Unidas y en lo que respecta a este angustiante pro-
blema ha sido trascendente la labor de organizaciones especializadas, señalada-
mente la Organización de la Aviación Civil Internacional (OACI), la Organización 
Marítima Internacional (OMI), el Organismo Internacional para la Energía Atómica 
(OIEA), la Organización para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) que, 
en colaboración con la AG han enfrentado el desafío terrorista. Así mismo la Orga-
nización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) ha jugado un rol de gran 
valía el de apoyo a los países para el diseño de leyes internas y el establecimiento 
de políticas que permitan a los Estados contar con respuestas jurídicas pertinentes
ante el desafío del crimen en cuestión.

Uno de los logros de la AG ha sido precisamente en el impulso a la celebración 
de Tratados sobre los problemas dominantes propiciados por el terrorismo y que 
impactan inevitablemente a la paz y seguridad internacionales. Sabido es que en el 
derecho internacional no existe un cuerpo convencional único sobre este flagelo, sin 
embargo, merced a la cooperación internacional ha sido posible concretar 19 Con-
venios, Convenciones y Protocolos3, sin contar a los Acuerdos Regionales que se 
han acordado para tratar de erradicar la amenaza del terrorismo y la consecución de 
sus crímenes. 

Por añadidura, y esto es digno de remacharse, a falta de un ordenamiento jurídico 
general la AG y el CS han adoptado un numerosas e importantes Resoluciones, con 
valor de recomendación algunas y otras dentro de la competencia del CS, de rango 
obligatorio para que los Estados adecuen sus políticas internas y sus comportamien-
tos a los criterios madurados en la esfera internacional. 

De su parte, el Consejo de Seguridad se asomó al problema en 1948 durante el 
conflicto árabe–israelí pero poco hizo en los años siguientes debido a las desave-
nencias entre los Miembros Permanentes durante el periodo de la Guerra Fría. Fue 
hasta 1992 con motivo del atentado terrorista contra el avión de la compañía PAN 

3 La lista de los 19 Tratados aparece como anexo al final del texto.
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Deviene oportuna la cita: Para los terroristas religiosos la violencia es en primer 
lugar un acto sacramental o mandato divino ejecutado como respuesta directa a 
ciertas demandas o imperativos teológicos6. Consecuentemente, la contienda que 
libran estos grupos enajenados desvalora la vida humana y atenta sin contemplacio-
nes contra las entidades estatales y sus pueblos pues para los protagonistas del ex-
terminio su propia vida carece de importancia terrenal y, convencidos como están 
de que encarnan una batalla entre el bien que ellos representan y el mal que identi-
fica a los contrarios obtendrán la victoria en una dimensión intemporal ajena al su-
ceder histórico7.

Es obligado afirmar desde ahora que uno de los efectos de las campañas y golpes 
terroristas contra un Estado en lo individual o contra varios Estados socava las rela-
ciones internacionales en su conjunto y se erige como una amenaza a la paz y la 
seguridad internacionales. 

A las claras el terrorismo ha crecido cuantitativamente y simultáneamente lo ha 
hecho en sus modos operativos, en los sitios que golpea, así mismo ha diversificado 
sus fuentes de financiamiento y ha usado novedosos medios violentos: explosivos 
potentes, bombas de confección casera y otras herramientas más elementales pero 
que difunden el terror y causan víctimas inocentes como lo son las armas blancas, 
los vehículos automotores que son ejemplo para potenciales seguidores, el suicidio 
santo y el uso de medios electrónicos con miras a sublimar los propósitos de exter-
minio a través de propio sacrificio o de la ejecución de personas.

Datos de fuentes especializadas como Global Terrorism Database8, exhiben un 
paisaje espantable y descorazonador. Los datos referentes a 2017 (los últimos de 
que se disponen) revelan que en ese año ocurrieron 10 900 ataques terroristas en el 
mundo, realizados por 8 075 perpetradores, habiendo causado 18 482 víctimas mor-
tales. El informe agrega que en tres países se concentran el mayor número de vícti-
mas: 24% en el Irak, 23% en Afganistán y 8% en Siria, que en forma alguna quitan 
el sentido trágico de los actos en otros puntos donde campea infamante el terro-
rismo. 

II. La Asamblea General

La competencia deliberativa de la AG tiene una importancia que no se puede 
regatear por el valor moral y político de sus pronunciamientos, al contrario, su labor 
ha ido más allá de la mera conceptualización ya que sus Resoluciones han despejado 

6 B. Hoffman, Ibíd.
7M. Juergensmeyer, Terror in the Mind of God, the Rise of Religious Violence; University of California 

Press; Los Angeles, USA 2000; 316 p.
8 Global Terrorism Database; Global Terrorism in 2017; University of Maryland 2018; Recuperado 

de: https://www.start.umd.edu/pubs/START_GTD_Overview2017_July2018.pdf.
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especializado en materia tan trascendente como respuesta a los excesos sufridos du-
rante la Segunda Guerra Mundial. Resultado de esa idea fuerza fue la aprobación de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948 
precisamente por la AG. 

c) Asociado al punto anterior, el Art. 30 de la Declaración concedió protección a 
los seres humanos contra actos que hoy podrían etiquetarse como terroristas: Nada 
en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho al-
guno al Estado, a un grupo de personas o a una persona para emprender y desa-
rrollar actividades o realizar actos tendentes a la supresión de cualquiera de los 
derechos y libertades protegidas por esta Declaración.

El enunciado asume importancia notable pues fue elaborada por Estados y para 
Estados, pero su objetivo fue consagrar de manera irrebatible los derechos humanos 
de toda persona y avanzó en señalar a grupos e individuos como responsables sus-
ceptibles de violar y nulificar los avances de la histórica proclama. Como es sabido, 
la Resolución ha sido la más citada en la era de las Naciones Unidas y ha cobrado 
validez jurídica incontestable, vía consuetudinaria como lo manifestó la reunión de 
Naciones Unidas en Teherán, Irán, el 13 de mayo de 1968 a los veinte años de haber 
sido aprobada. Así, la Proclamación de Teherán postuló en forma solemne que la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos enuncia una concepción común 
de los derechos inalienables de todos los miembros de la familia humana y la declaró 
obligatoria para la comunidad internacional. Si hubiera dudas sobre los términos 
vinculantes del célebre Instrumento, estos fueron ratificados y ensanchados por el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto de Derechos Económicos y Sociales 
de 1966 que, junto con la Declaración componen la trilogía fundamental de los de-
rechos humanos en el ámbito internacional. 

d) Año de 1970, fastuosa celebración del veinticinco aniversario de la ONU fue 
la R. 2625 (XXV) aprobada por la AG simbólicamente el 24 de octubre de 1970, 
justo por día y mes en el aniversario de la entrada en vigor de la Carta de San Fran-
cisco. La Resolución llevó por nombre Declaración Relativa a los Principios de De-
recho Internacional relativos a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre 
los Estados, de espléndida trascendencia pues codificó las directrices torales del de-
recho internacional prevalecientes entonces en la materia, cimiento indefectible de 
posteriores desarrollos normativos. 

En el apartado correspondiente a la prohibición del uso de la fuerza, la Declara-
ción afianzó el deber de los Estados de abstenerse de realizar actos que implicaran 
la organización, instigación y ayuda o participación en actos de guerra en otro Es-
tado, enunciado correspondiente al principio de la no intervención. Mencionó sin 
ambages al terrorismo por su nombre y subrayó la obligación de los Estados de 
abstenerse de facilitar su territorio para la organización de actividades equivalentes 
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mencionó expresamente a los grupos terroristas, estos quedaron sin duda cubiertos 
bajo el supuesto del envío de bandas armadas, grupos irregulares y mercenarios 
contra otro Estado. 

Hasta el cansancio sabemos que toca al Consejo de Seguridad determinar la exis-
tencia o comisión de un acto de agresión tal como lo indica el Capítulo VII de la 
Carta, si bien en la práctica el Consejo rara vez ha fundamentado su participación 
en un asunto con base en el crimen de agresión, acaso por las posturas divergentes 
que persisten todavía sobre su significado y alcance, en cambio ha optado por cobi-
jarse bajo el supuesto de una amenaza a la paz y la seguridad internacionales que 
obsequia un campo libérrimo para validar su intervención y adoptar las medidas que 
estime pertinentes en las crisis bajo su conocimiento y que pueden comprender actos 
de terrorismo. 

3. Resoluciones de la Asamblea General bajo el nombre de Medidas para Prevenir 
el Terrorismo Internacional que pone en peligro vidas humanas, incentiva o causa 
su pérdida o compromete las libertades fundamentales, y el estudio de las causas 
subyacentes de las formas de terrorismo y los actos de violencia que tienen su ori-
gen en las aflicciones, los agravios y la desesperanza y conducen a algunas perso-
nas a sacrificar vidas humanas, incluidas las propias en un intento de lograr cam-
bios radicales

Bajo esta sombrilla normativa de nombre extenso, la AG inauguró en 1972 su 
quehacer en el ámbito del terrorismo12. Objeto de ese instrumento fue tratar de dis-
minuir y eliminar precisamente las acciones terroristas13 ya en un ascenso desafiante 
que ya desde antes de los años setenta mostraban su ímpetu destructivo. En 1972, el 
evento que provocó una conmoción de alcances globales, como ya se anticipó, fue 
el atentado cometido por el colectivo Septiembre Negro, contra los atletas israelitas 
en las Olimpiadas de Múnich. El acto desplegó una resonancia global por haber 
acontecido nada menos que en una gesta motivada por el ideal de la fraternidad 

f) La acción de un Estado que permite que su territorio, que ha puesto a disposición de otro Estado, 
sea utilizado por ese otro Estado para perpetrar un acto de agresión contra un tercer Estado;

g) El envío por un Estado o en su nombre, de bandas armadas, grupos irregulares o mercenarios 
que lleven a cabo actos de fuerza armada contra otro Estado de tal gravedad que sean equiparables a los 
actos enumeraos o su sustancial participación en dichos actos. 

12 R. 3034 del 12 de diciembre de 1972.
13 Secuestro del avión de Aerolíneas Argentinas, 1966.Atentando contra el vuelo 284 Cyprus Airways, 

noviembre 1967. Terroristas de Omán hicieron estallar el buque transatlántico MV Dará, matando a dos-
cientas ochenta y ocho personas.1961 Dos explosiones ocurrieron en Saigón en 1965 con el resultado de 
cuarenta y dos víctimas mortales y 80 heridos. 1965. Ataque con bombas en Tel Aviv produciendo la 
muerte de una persona y cincuenta y un heridos, 1968. Atentado contra las oficinas centrales de la Banca 
Nazionale dell'Agricoltura en Milán, 1969 y seguidamente otros ataques contra la misma ciudad italiana 
de Milán y contra Roma con el saldo de diecisiete muertos y ochenta y ocho heridos.



todos los actos, métodos y 
prácticas de terrorismo donde quiera y con quien quiera fueran cometidos, inclui-
dos los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y su segu-
ridad

4. Resoluciones de la Asamblea General bajo el nombre de Medidas para Eliminar 
el Terrorismo Internacional.
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internacionales públicas en esta materia como la Organización de la Unidad Afri-
cana, la Organización de los Estados Americanos, la Organización de la Conferen-
cia Islámica, la Asociación Meridional para la Cooperación Regional, la Unión Eu-
ropea, el Consejo de Europa, el Movimiento de los Países No Alineados, el Grupo 
de los Siete, otros países del mundo industrial y la Federación Rusa, señal de que la 
sociedad internacional estaba padeciendo los embates terroristas y ya nada le resta-
ría al problema su carácter global por lo que insistió en que se elaborara una con-
vención general sobre el terrorismo internacional que incluyera una definición va-
ledera y aceptable para todos los países, propósito que encontró reiteraciones en 
instrumentos sucesivos y que, sin embargo, hasta la fecha ha quedado en un voto de 
buenas intenciones. 

La Resolución recomendó, así mismo, que los sistemas de seguridad de los Esta-
dos deberían efectuar consultas para aumentar su capacidad de prevenir y, en su 
caso, investigar las acciones terroristas contra instalaciones públicas, en particular 
contra los medios de transporte y recomendó que se prestara atención al uso de sis-
temas y de redes de comunicación electrónica para enfrentar al terrorismo, recurso 
que en un boomerang la inventiva delincuencial se apropiaría para potenciar sus 
propios designios criminales y que llegaría a alcanzar en los años siguientes una 
importancia irrefrenable.

Develó otro aspecto que exigía una acción concertada y que quedaría instalada 
en la agenda de la AG y, posteriormente, en la del CS con un carácter prioritario: la 
alianza invisible de los terroristas con organizaciones y asociaciones privadas dedi-
cadas a fines caritativos, sociales o culturales que servían de pantalla para canalizar 
recursos y patrocinar las causas del terrorismo. Tal diagnóstico quedaría estampado 
en el quehacer de la Organización conforme el desafío crecía.

A mediodía del 26 de febrero de 1993 estalló un camión repleto de explosivos en 
uno de los estacionamientos subterráneos de la Torre Norte del World Trade Center 
en Nueva York. La destrucción fue significativa en las áreas del estacionamiento 
del impresionante edificio pero por fortuna el endemoniado propósito de los autores 
falló pues de haber tenido una mayor carga explosiva y de haberse estacionado en 
otro punto estratégico de los estacionamientos subterráneos, la Torre se hubiera co-
lapsado y quién sabe si en su derrumbe hubiera arrastrado a la otra17. La amenaza 
de la violencia islámica ya se manifestaba en este atentado, pero sus alcances esta-
ban lejos todavía de imaginarse.

Como anécdota digna de mencionarse, algún testigo de este acontecimiento, mi-
rando hacia la altura, mencionó una frase profética: el próximo atentado vendrá del 
cielo.

17 M. Juergensmeyer, op. cit., pp. 61 y 62.



en el mundo entero

onusianos

de cualquiera otra natu-
raleza
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de seguridad de los Estados Miembros a que se empeñaran a realizar consultas ten-
dentes a fortalecer la capacidad de los Estados para prevenir e investigar las amenazas 
terroristas y vigorizar los procesos de investigación con métodos de detección de ex-
plosivos y de otras sustancias dañinas susceptibles de provocar muertes y lesiones. 
Los llamó a que intensificaran la asistencia jurídica en favor de Estados de menores 
recursos y de capacidades limitadas para defenderse de los amagos del terrorismo.

En el entorno del acontecer histórico el financiamiento de los terroristas se había 
trasfigurado en una preocupación decisiva e insistió en el asunto una vez más. La 
cuenta regresiva hacia el 2001 avanzaba imparable; en la visión retrospectiva ya no 
habría retorno. 

5. En la cosecha de Resoluciones, la AG se abrió a otro capítulo dedicado al tema de 
los Derechos Humanos y el Terrorismo en dos vertientes, la primera bajo el nombre 
Derechos Humanos y Terrorismo y la segunda bajo el título la Protección de los De-
rechos Humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

Es notorio que el contenido de las Resoluciones osciló entre el sufrimiento y los 
daños causados a las víctimas y la situación de losacusados participantes en acciones 
terroristas cuyos derechos elementales pudieran ser vulnerados en el fragor de la 
lucha antiterrorista. 

La primera vertiente de Resoluciones20 en este campo se inauguró en 1994 al 
influjo de la Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobada por la Confe-
rencia Mundial de Derechos Humanos, verificada en la capital de Austria en junio 
de 1993. La temática estimuló el quehacer de la AG en nueve Resoluciones centra-
das en los derechos humanos severamente vulnerados por los grupos terroristas, y 
se condolió por el aumento de inocentes, mujeres, niños y personas de edad, asesi-
nadas, masacradas y mutiladas por terroristas en actos indiscriminados y arbitra-
rios de violencia y terror. Condenó con dureza las acciones enfiladas a la destruc-
ción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia que 
amenazaban a la integridad territorial y a la seguridad de los Estados, con la deses-
tabilización aparejada de los gobiernos constituidos legítimamente y minaban a las 
ciudades pluralistas debilitando su desarrollo económico y social.

La Resolución vinculó a los derechos humanos con la estructura estatal y las po-
sibilidades de desarrollo de las colectividades y ubicó a la democracia de los Estados 
como uno de los bienes superiores, susceptibles de ser arrollados por el desenfreno 
terrorista y que resultaba urgente apuntalar en las relaciones internacionales, recordó 
que la Declaración Universal de los Derechos Humanos21, junto con la R. 2625

20 R. 48/122 de 7 de febrero de 1994.
21 R. 50/186 del 6 de marzo de 1996.



más esencial y fundamental

todas las medidas contra el terrorismo deben ajustarse estrictamente a las normas 
internacionales de derechos humanos
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sobre la imposición de penas26, la personalidad jurídica27, la libertad de pensa-
miento, de conciencia y religión28, avances formidables logrados en el Pacto. Y en 
la misma corriente de ideas y de preocupaciones29 recalcó las obligaciones de los
Estados de respetar los derechos humanos involucrados en la lucha contra el terro-
rismo vinculados a los derechos sustantivos y las garantías procesales objeto de re-
conocimiento indubitable en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en los Convenios de 
Ginebra de 1949. Todo un universo normativo gestado después de la Segunda Gue-
rra Mundial y que son ejes de la normatividad estatal hasta la fecha. 

La Resolución en comento rechazó toda forma de privación de la libertad que 
sustrajera a los detenidos de la tutela legal y abogó por que se cumplieran las nor-
mas concernientes a la libertad, seguridad y dignidad de las personas, al trato hu-
mano en todos los sitios de reclusión aun cuando se encontraran allende su terri-
torio. El señalamiento no podía ser más oportuno pues tras los atentados terroristas 
de 2001, los Estados involucrados directamente en el combate al terrorismo caye-
ron también en excesos contra las personas acusadas de terrorismo y que caían en 
sus manos. 

Al igual que en resoluciones previas deploró30 hondamente el número en acre-
centado de personas inocentes, mujeres, niños, personas de edad asesinadas, ma-
sacradas y mutiladas por las embestidas terroristas. Reiteró su reprobación al odio 
étnico, a la violencia y al terrorismo y solicitó al Secretario General de la ONU que 
creara un fondo de contribuciones voluntarias de la Organización a fin de gestionar la 
rehabilitación de los afectados y hacer posible su reintegración a la sociedad.

Sus posicionamientos influyeron de manera decisiva para que la Comisión de 
Derechos Humanos creará en 2005 la figura del Relator Especial sobre la Promo-
ción y Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales en la 
Lucha Contra el Terrorismo y que el Consejo de Derechos Humanos de la Organi-
zación en 2017 le concediera la calidad de Relatoría Independiente.

6. Declaración del Milenio y Declaración del Sesenta Aniversario de las Naciones 
Unidas

En 2000 la AG aprobó la Declaración del Milenio31. Entonces todavía el pro-
blema del terrorismo mereció una mención leve, llamó tan solo a los Estados a 

26 Art. 6.2.
27 Art. 11.
28 Art. 18. 
29 R. 62/159 del 18 de diciembre de 2007.
30 R 52/133 del 27 de febrero de 1998.
31 R. 55/2 del 8 de septiembre de 2000.



7. Estrategia Global contra el Terrorismo. 

una de las amenazas más 
graves para la paz y la seguridad internacionales
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territorial y la seguridad de los Estados, socavando a los gobiernos constituidos le-
gítimamente. La AG insistió en el propósito de negociar un tratado general sobre la 
candente materia. 

La Estrategia Global abundó en planteamientos anteriores, en la opresión dentro 
de muchas sociedades, en la pobreza y urgió a que se implantarán bases para edificar 
un desarrollo sostenible, fincar una adecuada gobernanza, pugnar por el imperio de 
la ley, hacer óptima la tolerancia y el entendimiento entre todas las culturas y creen-
cias y asegurar el respeto entre todas las religiones.

La Resolución retomó la preocupación por el uso del internet del que se valían 
los terroristas para cometer sus fechorías y pretendió concientizar a todos los Esta-
dos para que usaran la red de redes como un medio para doblegar los embates del 
terrorismo. Corría el año de 2006 y la cobertura por internet todavía no alcanzaba 
los ímpetus que la distinguen hoy día, razón por la cual apeló a los Estados a que 
brindaran asistencia a otros de sus pares que padecían rezagos en este campo de la 
modernidad tecnológica. El desplazamiento de los terroristas ya era preocupación 
de la sociedad internacional y, consecuentemente, la AG urgió a que se mejoraran 
los controles fronterizos para prevenir los desplazamientos de los terroristas y pu-
diera frenarse el tráfico ilícito de todo tipo de armas estimulado por el mercado de 
la muerte: la venta de las armas pequeñas y ligeras y las de destrucción en masa al 
igual que los materiales utilizados para construirlas. Fue precisamente a mediados 
de esa década que creció la preocupación por el posible uso de las armas de destruc-
ción masiva por los terroristas y que despertó la preocupación tanto de las institu-
ciones mundiales como de las regionales.

Insistió en el cuidado debido a los derechos humanos incluyendo los relativos a 
los refugiados y a los cubiertos por el derecho internacional humanitario. Como 
una cuestión vital remarcó que se estableciera y se mantuviera un sistema jurídico 
eficaz en los Estados y en vigor un estado de derecho que sometiera a juicio a los 
presuntos responsables en consonancia con el respecto a los derechos humanos y 
a las libertades fundamentales y, en este tenor, que los actos terroristas fueran 
tipificados como delitos graves en los ordenamientos jurídicos internos y con ob-
servancia de las Convenciones y Convenios vigentes sobre la materia, campo en el 
que deberían contar con la asistencia de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito.

Es de señalarse que la Estrategia Global contra el Terrorismo constituyó el sus-
tento declarativo dentro del combate al terrorismo y recomendó32 que en un término 
de dos años o sea para 2010, se realizara una evaluación sobre su aplicación lo que 
condujo a las revisiones efectuadas en 2012 y en 2014.

32 R. 64/297 del 8 de septiembre de 2008.
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fases: la planeación, el reclutamiento, el adoctrinamiento, el adiestramiento, el tras-
lado, el suministro de documentos, cuestión esta última que estaba ocurriendo de 
manera preocupante para apoyar a los terroristas. 

Introdujo un punto que no se había explicitado en las apreciaciones previas de la 
AG y, por ello, puso sobre un relieve notorio el papel que tienen las mujeres en la 
aplicación de la Estrategia Global en lo relativo a la prevención y el combate al 
terrorismo y tiene sentido además porque de otra parte han figurado mujeres como 
perpetradoras de algunos atentados terroristas. Citó algunas instrumentos y disposi-
ciones relacionadas con los Derechos Humanos36, la Declaración Universal de 1948 
y, de manera singular el art. 17 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos sobre el derecho de las personas a la privacidad37.

Convocó a las Organizaciones no Gubernamentales para que se sumaran a la lu-
cha contra el terrorismo ya que atenta contra toda la población de una determinada 
comunidad y contra cualquier persona en lo individual y, en un punto que se estaba 
abriendo paso en la escala mundial, reiteró la necesidad de que se reconocieran los 
derechos de las víctimas y se fortaleciera la capacidad de los Estados a efecto de 
brindarles socorro y asistencia y, en este renglón y de semejante interés, que se aten-
diera la situación de las víctimas secundarias, o sean los familiares y allegados que 
sufren afecciones y desazón y que, en no pocas situaciones, afligen al total de una 
colectividad. 

El diálogo entre los Estados se da en distintos niveles y entre los funcionarios 
competentes de los Estados para potenciar la prevención, persecución y apresa-
miento de los responsables de tan reprobable crimen y recordó la obligación que 
tienen de negar asilo o la protección de facto a responsables o cómplices del terro-
rismo, y de someterlos a la justicia, incluyéndose la concesión de la extradición a 
un país donde pudieran ser sometidos a juicio quienes participaran o intentaran par-
ticipar en la fases conexas del crimen en cuestión: financiación, planificación, pre-
paración, ejecución de los atentados. Aludió a los lobos solitarios cuya identifica-
ción en las labores preventivas del crimen resultan difíciles de detectar; pidió que 
extremaran las precauciones y desarrollaran políticas de inteligencia procedentes, 
pero sin que se descuidara el respeto a los derechos humanos. La Resolución per-
sistió en señalar al Internet como una amenaza relacionada con el terrorismo y con 
otras tecnologías empleadas por los criminales para la consecución y difusión de 
sus fines delincuenciales. 

36 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su corres-
pondencia, ni de ataques a su honra y su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley 
contra tales injerencias y ataques.

37 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.



1. Resoluciones

poner fin a toda acti-
vidad de carácter militar o paramilitar, así como a los actos de violencia, terro-
rismo y sabotaje

por un grupo de criminales terroristas
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Pasaron los años en medio de desavenencias y hostilidades. El secuestro de avio-
nes y los daños a las aeronaves parece despertar una perversa fascinación en los 
terroristas, sobre todo, en los años en que empezaron a mostrarse desenfadados y 
pretendían captar la atención de la opinión pública mundial. Como respuesta inicial, 
la Organización de la Aviación Civil Internacional aprobó en 1963 la Convención 
sobre las Infracciones y ciertos otros Actos Cometidos a bordo de Aeronaves, sin 
embargo, la violencia en este campo asumiría otras manifestaciones. El grupo terro-
rista Septiembre Negro secuestró y retuvo a tres aviones con sus pasajeros y tripu-
lantes el 6 de septiembre de 1970 en suelo jordano. Toda una conmoción de efectos 
globales. Tres días después, el Consejo de Seguridad aprobó la R. 28640 en la cual 
hizo pública su preocupación por el grave incidente y llamó a las partes interesadas 
a que se pusiera en libertad inmediatamente y sin excepción a todos los pasajeros y 
tripulantes. La frase sin excepción se refería seguramente a que no se afectara a 
nacionales de Estados que los agresores pudieran considerar como sus enemigos, o 
sea, de nacionalidad israelita o judíos. La ocasión propició que el Consejo recomen-
dara a los Estados que adoptaran medidas para evitar la desviación de aviones por 
la fuerza, a mano armada u otro tipo de violencia en viajes aéreos civiles internacio-
nales.

En un salto de épocas, el 31 de enero de 1992, el Consejo condenó la voladura 
del avión de la Compañía PAN AM en Escocia y el vuelo 772 de la Union de Trans-
ports Aeriens. Los considerandos de la Resolución aluden a la pesadumbre de la 
comunidad mundial por la pérdida de vidas inocentes y enfatizó que un acto de tal 
envergadura representaba una amenaza para las relaciones internacionales y, en ge-
neral, para la seguridad de los Estados. Las investigaciones realizadas sobre este 
incidente ofrecieron indicios del involucramiento de ciertas autoridades del go-
bierno libio, por ello, los resolutivos del instrumento exhortaron al gobierno de ese 
país a que cumpliera en forma terminante con las peticiones formuladas en la reso-
lución a fin de clarificar la participación de sus nacionales en el secuestro y las ac-
ciones contra las aeronaves de referencia.

2. Toma de Rehenes

Una modalidad socorrida por el terrorismo ha sido la toma de rehenes. Vale re-
cordar que en virtud de esta preocupación se aprobó en 1979 la Convención Inter-
nacional contra la Toma de Rehenes y, a su vez, el CS expresó su preocupación en 
la Resolución 579 de 1985 por tal afrenta criminal dirigida contra la libertad de 
personas inocentes que eran sometidas a un cautiverio arbitrario en condiciones an-
gustiosas y cuyo desenlace solía terminar con la pérdida de vidas o daños severos
físicos y psicológicos de las víctimas.

40 9 de septiembre de 1970.



3. Atentado contra las Embajadas en África

cobardes y criminales

4. Resolución 1267 (1999)

terroristas internacionales
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personas, grupos, empresas y entidades que pudieran estar asociadas con los ante-
riormente expuestos.

b) Impedir la entrada en su territorio o el tránsito de las personas señaladas solo 
con la excepción de sus demás nacionales o del desplazamiento que fuera necesario 
para realizar alguna diligencia judicial o, cuando el Comité creado por la Resolución 
apreciara justificada la excepción.

c) Impedir la venta o la transferencia de armas y materiales conexos de todo tipo, 
incluyéndose municiones, vehículos y pertrechos militares y paramilitares, así como 
las piezas de repuesto pertinentes y el asesoramiento técnico, la asistencia y el adies-
tramiento relacionados con las actividades militares en cuestión. 

Asunto relevante en la Resolución fue la creación de un Comité del Consejo de
Seguridad que hasta los días actuales se encuentra en operación y se identifica pre-
cisamente con el número 1267 de la Resolución en comento. 

Es de hacerse notar que la composición del Comité 1267 alcanzó un interés su-
perlativo por encontrarse integrado por los quince miembros del Consejo de Segu-
ridad y porque la adopción de sus decisiones procede por unanimidad lo que equi-
vale en la práctica a la concesión del veto a cada uno de sus integrantes y no sólo en 
favor de los miembros permanentes como acaece en los trabajos del pleno. Dicho 
llanamente, si uno de los quince en el Comité se opone a una decisión, este se para-
liza sin que pueda adoptarse alguna determinación y, entonces, procede la elevación 
del asunto al conocimiento del pleno del Consejo en donde los cinco grandes se 
encuentran amurallados tras el privilegio institucional del veto. Cosas curiosas de 
trascendencia institucional. 

Importa visualizar que el Comité 1267 recibió la encomienda de elaborar una lista 
de presuntos responsables de participar en actos terroristas y, eventualmente, ex-
cluirlos de la lista que llevó el adjetivo de Consolidada. En el furor decisorio del 
Consejo, tras el largo periodo de bajo perfil que tuvo, es de destacarse que no con-
templó algún procedimiento defensivo a favor de las personas y entidades que fue-
ran sancionadas con el congelamiento de sus recursos financieros y de sus propie-
dades, así como con la prohibición de realizar viajes internacionales. A la vez, el 
Comité fue facultado para designar a las aeronaves, los fondos y los recursos finan-
cieros objeto de las medidas sancionatorias impuestas.

Con todo, no se contemplaron garantías de audiencia ni defensa para las personas 
y entidades que se incluirían en la Lista Consolidada y el dispositivo terminaría por 
colisionar con la regulación internacional de los Derechos Humanos que contempla 
como derecho fundamental de la persona, el derecho a un juicio justo, principio 
capital que cubre a las personas que fueran propuestas para ser incluidas en la tam-
bién llamada lista negra, lo que podría traducirse en la congelación de sus fondos 
financieros y de sus propiedades y la prohibición de realizar viajes internacionales, 



Kadi

norma imperativa

op. cit
op. cit
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a extender la protección demandada por el quejoso43, cosa que en la opinión del 
Tribunal no se había dado por lo que rechazó emitir alguna decisión judicial en su 
favor. 

Otro de los problemas señeros del mecanismo en cuestión fue la intemporalidad 
de las medidas aplicadas ya que el litigio del señor Kadi se extendió durante varios 
años, pues el 13 de noviembre de 2007 el afectado había acudido a la Gran Sala del 
Tribunal de Luxemburgo cuya decisión se divorció de lo resuelto por el Tribunal de 
Primera Instancia y sosteniendo que los principios constitucionales de la Comuni-
dad Europea no podían ser ignorados, menos aún los referentes a los derechos fun-
damentales de las personas44. Enarboló el argumento de que la recepción del dere-
cho internacional se determina por el ordenamiento que lo recibe y, consecuente-
mente, no competía al CS obligar a cumplir una solución impuesta para la aplicación 
de sus Resoluciones en el ámbito autónomo de la CEE. Convino en la urgencia en 
la que trabaja el CS para la toma de decisiones en materia de mantenimiento de la 
paz pero no aceptó que fuera una razón suficiente para que los jueces comunitarios 
le dieran la espalda al principio de la tutela judicial, efectiva en su ámbito. La cátedra 
que entraña la sentencia del Tribunal expone que no es admisible sacrificar un prin-
cipio en aras de otro por lo que, en la lucha contra el terrorismo, es imprescindible 
armonizar los principios que gobiernan al mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales con la tutela efectiva de los derechos humanos45.

En el torbellino de cuestionamientos sobre el modus operandi del Comité 1267, 
el CS aprobó varias Resoluciones a fin de sobreponerse a las críticas, una de ellas 
la R. 1735 (2006) de 22 de diciembre de 2006, adoptada con arreglo al Capítulo VII 
de la Carta. Sostuvo los lineamientos del régimen de la R. 1267 y la labor del Co-
mité, pero, en paralelo, aludió a principios irrevocables en lo que respecta a la in-
clusión de personas y entidades en la Lista Consolidada y subrayó la necesidad de 
que los Estados justificaran la propuesta de inclusión de una persona o una entidad 
con información pertinente, los documentos respectivos, la conexión entre la per-
sona o entidad propuesta y cualquier otra persona o entidad que ya figurara en la 
Lista Consolidada. Para que procediera una exclusión, indicó que el Comité debería 
tomar en cuenta la posibilidad de que la inclusión hubiera podido deberse a un error 
de identificación o, muy importante, si la persona o entidad había dejado de reunir 
los requisitos para ser incluida en el momento de la propuesta, o más todavía, con-
siderar la eventualidad del fallecimiento de la persona o la desaparición de la entidad 
o inclusive si el lazo que las unía con los terroristas había desaparecido al realizarse 
el trámite.

43 Idem.
44 Idem, p. 820
45 Idem, p 823.
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Por otro lado, el Comité 1267 suprimió de la lista los nombres de tres personas antes 
de que concluyera el proceso en la Oficina de la Ombudsperson y una solicitud fue 
retirada después de que se presentara el correspondiente informe exhaustivo47.

5. Resolución 1373 (2001)

Los atentados de septiembre de 2001 fueron un parteaguas sacudidor en la histo-
ria de la lucha contra el terrorismo y, no se diga, en los trabajos del CS que entraría 
de lleno a encararlo y en donde el Comité 1267, con las salvedades indicadas asumió 
un rol fundamental. 

Pasadas dos semanas de los atentados del 11 de septiembre, el día 28, el Consejo 
de Seguridad aprobó la R. 1373 (2001) con base en el Capítulo VII, un eslabón 
fundamental para responder al terrorismo que se ofrecía incontenible. En medio del
pasmo, el Preámbulo invocó al derecho inmanente de legítima defensa individual o 
colectiva ante el pavoroso atentado que en la realidad le abrió una puerta a la acción 
unilateral de los Estado Unidos para que respondiera a los ataques en desdoro de la 
acción concertada que tiene encomendada el Consejo de Seguridad.

La Resolución puso el acento en las redes financieras que como se ha advertido 
habían ganado en sofisticación para patrocinar y movilizar recursos a favor del te-
rrorismo. El dinero para los atentados de septiembre de 2001 provenía, en alguna 
proporción, del peculio de Osama bin Laden, invertido en la industria de la cons-
trucción, en actividades agrícolas y compañías de transporte, un tanto mermado 
ciertamente a raíz de que fuera expulsado de Sudan en 1995. Se especuló que antes 
del 11–S el saudita había realizado una venta importante de acciones puestas en 
compañías aéreas y de seguros. Otra fuente denunció la asociación del jefe terrorista 
con grupos criminales dedicados al tráfico de drogas, fundamentalmente las produ-
cidas en Afganistán, sede de su refugio activo en ese entonces. De otra parte, gozaba 
de las donaciones que le hacían millonarios musulmanes simpatizantes de su causa 
y de donativos provenientes de organizaciones privadas y caritativas48.

La R. 1373 tipificó como delictivas las conductas intencionales vinculadas al su-
ministro y recaudación de fondos realizados en el interior de los Estados con miras 
a su aplicación en actividades terroristas. El calificativo intencionales supone que 
los donantes deben conocer los fines a los que serían destinados los fondos. Des-
glosó los eslabones de la cadena terrorista según los grados y fases de participación 
de los involucrados: la planeación, el apoyo, el encubrimiento, las complicidades, 
el tráfico de explosivos y de armas, los choferes, además quienes brindan hospedaje 

47 Consejo de Seguridad, Informe de la Oficina de la Ombudsperson presentado de conformidad con 
la resolución 2368 (2017), Naciones Unidas 2017, p. 2.

48 W. F. Wechshler; Estrangulando a la Hidra, persiguiendo las finanzas de Al Qaeda, en J. Hoge y 
R. Gideon, ¿Por qué Sucedió?, El Terrorismo y la Nueva Guerra; Paidós; España 2001, pp.149 ss. 



tan pronto como 
fuera posible

Prevención de los Actos Terroristas. Estrategia de Justicia 
Penal que Incorpora las Normas del Estado de Derecho en la Aplicación de los Instrumentos de las 
Naciones Unidas Relativos a la Lucha Contra el Terrorismo
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en especial al Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del 
Terrorismo. 

Creó un Comité dentro del Consejo de Seguridad para revisar y estimular el cum-
plimiento del régimen que lanzaba el Consejo y lograr en los mejores términos la 
cooperación debida. El Comité fue identificado con el número de la R. 1373 y en-
lazó su función con el Comité 1267, ya citado, y tres años después con el Comité 
1450 del propio Consejo, creado en 2004 para atender la amenaza de las armas de 
destrucción masiva susceptibles de ser usadas por los terroristas.

Interesa aclarar que la R. 1373 influyó en la evolución funcional del Consejo de 
Seguridad, en un sentido semejante a la R. 1267, pues adoptó criterios generales de 
raigambre legislativa que incluyeron la orden a los Estados para suscribir los trata-
dos sobre la materia y de expedir legislaciones internas, pronunciamientos, sin duda, 
equivalentes al desarrollo de una función de naturaleza legislativa50 que adoptó el 
Consejo ante el reto de Al Qaeda.

6. Armas de Destrucción Masiva

La R. 1540 del 28 abril de 2004, aprobada con arreglo al Capítulo VII, abordó la 
posibilidad de la proliferación entre particulares de armas nucleares, químicas y bio-
lógicas que podrían traducirse en una amenaza a la paz y la seguridad internaciona-
les. Una amenaza tremenda en el escenario de las relaciones internacionales. Por 
añadidura, la Resolución consideró como sistemas vectores a los misiles, cohetes y 
otros sistemas no tripulados capaces de transportar armas nucleares, químicas o bio-
lógicas, susceptibles de ser utilizadas con fines agresivos.

Con este pronunciamiento el Consejo buscó responder al peligro de que pudieran 
caer en manos terroristas armas de destrucción en masa. Verdad es que respecto a 
estas armas prevalece la opinión de que un grupo terrorista no tiene los medios, al 
menos todavía, para fabricar una bomba de este calado, sin embargo, no se descarta 
la utilización de material radioactivo para añadirlo en armas convencionales con un 
efecto letal en áreas civiles densamente pobladas51. El señor Yukira Amano, enton-
ces Director General del Organismo Internacional de la Energía Atómica, ofreció 
un dato estremecedor, aproximadamente cada dos días, el organismo recibía infor-
mación sobre tráfico ilícito de materiales nucleares y radiactivos52. Así las cosas, el 
peligro no es una exageración intelectual.

La Resolución en comento postula que los Estados deben abstenerse de suminis-
trar cualquier tipo de apoyo a los agentes no estatales que pretendan desarrollar, 

50 R. Méndez–Silva Ricardo, op. cit., p. 121 ss.
51 E. Ochoa; La Amenaza del Terrorismo y las Armas de Destrucción en Masa; La participación de 

México en el Comité 1540, en R. Dondisch, pp 149 ss. 
52 Ibíd.



la fabricación, la adquisición, la posesión, el 
desarrollo, el transporte, la transferencia o el empleo de armas nucleares, químicas 
o biológicas y sus sistemas vectores, en particular con fines terroristas, igual que 
las tentativas de realizar cualquiera de esas actividades, participar en calidad de 
cómplices, prestarles asistencia o financiarlas

7. Los Combatientes Terroristas Extranjeros

Combatientes terroristas extranjeros representan desafío de largo plazo: ONU
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El problema ha entrañado una notable envergadura, al extremo de que el CS de-
bió tomar cartas en el asunto. Así, con base en el Capítulo VII de la Carta, aprobó 
la R. 2178 del 24 de septiembre de 2014 en una sesión solemne de alto nivel, presi-
dida por el entonces Presidente de Estados Unidos, Barak Obama. El instrumento 
calificó como una amenaza a la paz y la seguridad internacionales la actuación de 
los Combatientes Terroristas Extranjeros (CTE) y calificó de extrema gravedad la 
amenaza que planteaban por su eventual participación en los distintos eslabones que 
dan lugar a los atentados: la planificación, la preparación de los actos, el adiestra-
miento que imparten o reciben para magnificar sus efectos destructivos. 

En la singular ocasión, el CS alertó sobre la existencia de redes internacionales 
que operan entre los Estados de origen, tránsito y destino que favorecen su despla-
zamiento así como la movilización de recursos destinados a la consecución de sus 
fines criminales, cadena en auge cuando el Estado Islámico de Irak y el Levante
(EIII) estuvo en el cenit de sus avances entre 2014 y 2017 e, igualmente, por el 
accionar de otros grupos como el Frente Terrorista Al Nursa así como las forma-
ciones sobrevivientes de Al Qaeda y de grupúsculos afiliados o imitadores en algu-
nas regiones, particularmente en África.

La Resolución remarcó la necesidad de frenar el reclutamiento de los CTE, im-
pedir sus viajes y cortar los apoyos financieros que los sostienen. En positivo, llamó 
a promover la tolerancia política y religiosa, estimular el desarrollo económico, la 
cohesión social, la inclusión de todos los sectores y personas de una comunidad en 
condiciones de igualdad y con apego a la justicia. Insistió en el deber y el fortaleci-
miento de los controles aplicados a terroristas o presuntos terroristas en lo tocante a 
viajes, y a otras conductas delictivas como la falsificación, alteración y uso fraudu-
lento de documentos de identidad.

El problema de los CTE se siguió laborando y Naciones Unidas abogó por que 
se continuara la investigación de personas sospechosas de afiliarse como comba-
tientes extranjeros pero dejando a salvo a otras personas que pudieran ser sus fami-
liares y que no estuvieran realmente vinculadas con los objetivos delincuenciales54.
De otra parte, salvaguardó el derecho de los detenidos a acceder a los consulados de 
sus respectivos países55, una disposición que se encuentra salvaguardada en los tra-
tados que sobre la materia se han celebrado.

IV. Conclusiones

La Asamblea General de las Naciones Unidas, el órgano universal que centraliza 
la cooperación entre los Estados ha ampliado sus funciones para combatir al 

54 R. 2309 del 22 de septiembre de 2016.
55 R. 2396 del 21 de diciembre de 2017.
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sido perfeccionados a la luz de Protocolos que han actualizado su régimen. De la 
revisión de los Estados ratificantes de los instrumentos en cuestión, se aprecia un 
alto grado de participantes en sus regímenes.

Anexo

Los 19 Convenios y Convenciones en vigor son:
Convenio Sobre las Infracciones y ciertos Actos cometidos a Bordo de las Aeronaves de 1963. 
Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves de 1970. 
Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, 1971. 
Convención sobre la Prevención y Castigo del Delito contra Personas Internacionalmente Protegidas 
inclusive Agentes Diplomáticos, 1973. 
Convención Internacional sobre la Toma de Rehenes, 1979. Convención sobre la Protección Física 
de los Materiales Nucleares ,1980. 
Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos de Violencia en los Aeropuertos que Presten Servicios 
a la Aviación Civil Internacional, complementario del Convenio para la Represión de Actos Ilícitos
contra la Seguridad de la Aviación Civil, 1988. 
Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Navegación Marítima, 1988. 
Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las Plataformas fijas emplazadas 
en la Plataforma Continental, 1998.
Convenio sobre la Marcación de Explosivos Plásticos para los Fines de Detección, 1991. 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, 
1997. 
Convención Internacional para la Represión del Financiamiento del Terrorismo, 1999. 
Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, 2005.
Protocolo del Convenio para la Represión del Actos Ilícitos contra la seguridad de la Navegación 
Marítima, 2005.
Enmiendas a la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares, 2005. 
Protocolo de 2005 relativo al Protocolo de 1988 para la Represión de Actos Ilícitos contra la Segu-
ridad de las Plataformas Fijas Emplazadas en la Plataforma Continental.
Convenio para la Represión de Actos Ilícitos Relacionados con la Aviación Civil Internacional, 
2010. 
Protocolo Complementario del Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aerona-
ves, 2010. Protocolo que modifica el Convenio sobre las Infracciones y Ciertos Otros Actos Come-
tidos a Bordo de las Aeronaves, 2014. 


